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Contribuciones del Ecuador al cuestionario del Grupo de Trabajo de la ONU sobre empresas y derechos humanos para elaborar un informe sobre posibles situaciones de influencia indebida de las empresas en los asuntos públicos

1. ¿Cómo entiende el Ecuador la influencia indebida de las empresas en cuestiones políticas y normativas? ¿Qué retos ha observado?

Respecto de las cuestiones normativas, la influencia indebida de las empresas acaece cuando grupos financieros y otros empresariales, influyen en la creación de preceptos que proporcionen facultades o beneficios, solo para un sector, en desmedro de otros, especialmente su competencia o sus propios consumidores. Respecto al ámbito político, influencia indebida puede tener lugar cuando participan personas naturales o jurídicas en decisiones estatales, prevaleciendo sus intereses particulares, por sobre el bien común. 
En referencia a los retos que se han observado, el Estado ejerce el control y vigilancia de las compañías. En este ámbito, se puede constatar diariamente las dificultades que se presentan en las empresas, interna y externamente. Por ejemplo, estos retos se refieren al ámbito de la efectiva protección de los derechos de los socios o accionistas, a la existencia de un trato equitativo entre ellos, y al establecimiento de una administración transparente y responsable de la empresa, que permita siempre beneficiar al consumidor mediante acciones de transparencia de la información.
2. ¿Qué tipo de compromiso político por parte de las empresas definiría el Ecuador como positivo o necesario? 

Sería importante que las empresas puedan considerar la adopción de compromisos políticos relativos, por ejemplo, a la creación efectiva de mecanismos de cumplimiento en materia de derechos humanos, incluyendo aspectos de diligencia debida y otras acciones de prevención, elementos de participación en las políticas públicas sobre conducta empresarial responsable, y mecanismos efectivos para garantizar el acceso a la reparación en favor de posibles personas afectadas en el marco de la realización de actividades empresariales. 
3. ¿Qué situaciones de influencia corporativa indebida por parte de las empresas conllevan riesgos para los derechos humanos?

Para determinar estas situaciones, hay que considerar que las empresas se encuentran conformadas por personas con intereses dentro de las mismas y que, al mismo tiempo, también tienen derechos. Por ello, entre las situaciones que pueden afectar el normal desarrollo de una persona y la calidad de vida dentro de una empresa se podrían considerar las posibles situaciones de trabajo forzoso, la falta de instrumentos de seguridad en el trabajo, la precarización laboral, la falta de libertad de expresión, la falta del derecho al descanso, entre otros. 
Por otra parte, los derechos de los consumidores deben cumplir un rol fundamental, pues en un mundo globalizado y de consumo, las prácticas desleales, y la desregularización de precios finales, afectan directamente la calidad de vida, del ciudadano, en cualquier parte del mundo. Este elemento es fundamental para asegurar condiciones adecuadas que garanticen una educación de calidad, el desarrollo cultural, o un estándar mínimo de acceso a la salud o vivienda, especialmente para los países en desarrollo.  
4. ¿Qué medidas pueden adoptar los Estados para prevenir y abordar las actividades políticas de las empresas que puedan socavar la capacidad del Estado para proteger los derechos humanos y la responsabilidad de las empresas de respetar los derechos humanos, incluidas las situaciones derivadas de los marcos de comercio e inversión? ¿Podría aportar algún ejemplo relevante?

Sería recomendable que los Estados puedan considerar diferentes tipos de medidas: 

· Elaborar e implementar Planes de Acción Nacional de Derechos Humanos y Empresas que permitan adoptar normas y prácticas en relación para el cumplimiento de los derechos humanos por parte de las empresas.

· Continuar fortaleciendo los procesos de formalización y buena gobernanza de las empresas, incentivando el desarrollo de empresas de manera que el crecimiento económico y el lucro privado sea consistente con el desarrollo social y ambiental.

· Fomentar la existencia de buenas prácticas como, por ejemplo, la posibilidad que existe en el Ecuador de constituir Sociedades de Beneficio e Interés Colectivo (BIC) que incluyen elementos de impacto social y ambiental positivo, y que tienen su origen en la Ley Orgánica de Emprendimiento e Innovación de 28 de febrero de 2020. 

· Diseñar e implementar sistemas de gestión antisoborno que prevengan actos de corrupción -incluido el soborno y el fraude- de origen interno y externo a la organización, en el marco de su ámbito de acción a la ciudadanía.
· Generar políticas públicas y acciones que fomenten la transparencia en los procesos empresariales y el acceso a información relativa a la gestión de las instituciones públicas, mediante el establecimiento de mecanismos regulatorios, implementación de nuevas tecnologías y el fortalecimiento de capacidades. 

· Fomentar procesos de articulación de actores públicos y privados que viabilicen la identificación y oportuna atención de problemáticas asociadas a la gestión eficiente de las actividades empresariales por parte de instituciones del sector público.

· Promover la socialización de normativas y procesos vinculados al cumplimiento regulatorio por parte de las empresas en el marco del desarrollo de sus actividades. 

5. ¿Cómo pueden/deben los Estados comprometerse con las empresas, la sociedad civil y los sindicatos para prevenir y abordar los impactos adversos sobre los derechos humanos relacionados con la influencia indebida de las empresas? 

Los Estados podrían comprometerse con las empresas, la sociedad civil, los sindicatos y otros actores en el marco de la elaboración e implementación de los Planes de Acción Nacional sobre Empresas y Derechos Humanos, siempre que exista una visión Multiactor que permita escuchar la opinión de todos los actores relevantes y facilitar su participación efectiva en las decisiones sobre las políticas adoptar en esta materia. 

Estos procesos podrían contribuir especialmente a prevenir y abordar los impactos adversos sobre los derechos humanos relacionados con la influencia indebida de las empresas, estableciendo mecanismos adecuados de monitoreo de implementación que permitan valorar el adecuado cumplimiento de las normas y solicitar que se informe de manera general sobre los procesos que realizan las empresas. Estos mecanismos podrían contemplar, además, mecanismos de remediación y de sanción por incumplimiento –-de ser el caso- que sean proporcionales de conformidad con la situación respectiva. 

Además, los Estados podrían articular los mencionados Planes de Acción Nacional con los respectivos Planes de Derechos Humanos y de Desarrollo, especialmente aquellos que se encuentran en línea con el cumplimiento de la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible. Asimismo, en el diseño y ejecución de estas políticas públicas, debe incluirse también la voz de los diferentes actores sociales relevantes. 

Por ejemplo, en el Ecuador existe un Plan Nacional de Desarrollo denominado “Creación de Oportunidades 2021-2025. El Plan considera una prioridad la protección de los derechos humanos y de la naturaleza, así como la erradicación de la pobreza, el acceso universal a la seguridad social, el empleo digno, la erradicación de toda forma de violencia y discriminación. Resaltan también las menciones al aprovechamiento sostenible de los recursos naturales, la conservación de los ecosistemas y la implementación de las mejores prácticas ambientales en las actividades productivas. 
Adicionalmente, las legislaciones deben ser redactadas, con las seguridades suficientes, que permitan a los estados, las empresas, los trabajadores y a la sociedad civil en general, desarrollarse en un ambiente con reglas claras, en base al respeto de los derechos humanos con el objetivo de que contribuyan para el desarrollo de las sociedades. Por ejemplo, el Gobierno del Ecuador impulsó las Normas de Comportamiento Ético Gubernamental vigentes desde mayo de 2021, para promover una administración pública eficiente al servicio de todos los ciudadanos, luchando contra los casos de nepotismo, mal uso de bienes y recursos públicos y cualquier otro conflicto de interés. 

6. ¿Cuáles son los riesgos específicos en materia de derechos humanos que plantea la influencia de las empresas en la esfera política y normativa para los grupos en situación más vulnerable, como las mujeres y las niñas, las comunidades indígenas, las personas defensoras de los derechos humanos, las personas con discapacidad, las personas con orientación sexual o identidad de género diferentes o las personas trabajadoras migrantes? 

En general, es importante resaltar que las personas en situación de vulnerabilidad podrían ver obstaculizada su capacidad de acceder de manera efectiva y adecuada a la justicia. Los riesgos específicos de estas situaciones para los derechos humanos de los diferentes grupos en situación de vulnerabilidad, podrían ser los siguientes:
· Mujeres: reducción de sueldos, despidos, demoras para cobrar sueldos, discriminación laboral, insuficientes medidas de bioseguridad y seguridad y mayor número de horas trabajadas sin pago, acoso sexual, tratos injustos a mujeres en etapa de gestación.

· Comunidades indígenas y defensoras de derechos humanos: libre consulta sobre sus tierras y el uso, derechos a la salud, integridad y seguridad, acceso a la justicia. 

· Personas con discapacidad: discriminación laboral, despidos intempestivos, derecho a acceso a salud a un trabajo por ende una vida digna, insuficientes medidas de bioseguridad y seguridad.

· Personas con orientación sexual o identidad de género diferente: discriminación laboral, derecho al trabajo y por ende a una vida digna.

· Migrantes: discriminación laboral, mayor número de horas trabajadas sin pago, reducción significativa de salarios, esclavitud laboral, derecho al trabajo.
7. ¿Cómo incide la influencia de las empresas en el ámbito político y normativo en la capacidad de las víctimas de abusos de los derechos humanos relacionados con las empresas para acceder a un recurso efectivo? ¿Qué medidas pueden adoptar el Estado ecuatoriano y las empresas para garantizar el acceso a mecanismos de reparación efectivos en este contexto? 

La influencia de las empresas en el ámbito político y normativo puede reducir la capacidad de las víctimas de abusos de derechos humanos en su acceso a un recurso efectivo. Resulta, por tanto, fundamental que los Estados trabajen articuladamente a fin de establecer mecanismos que permitan eliminar las barreras existentes para que las víctimas de vulneraciones de derechos humanos cometidas por las empresas accedan a una reparación eficaz. 
8. ¿Qué formas de influencia indebida o "influencia corporativa" debe tener en cuenta el Grupo de Trabajo de la ONU a la hora de evaluar este tema y formular recomendaciones? 

El Grupo de Trabajo de la ONU podría tener en cuenta formas conectadas con situaciones de posible corrupción, aunque también podría ser interesante analizar las prácticas de relacionamiento entre las empresas, cualquiera que sea su tamaño o importancia, con las diferentes instituciones del Estado, especialmente la Asamblea Nacional, el Gobierno y la Función Judicial del Estado respectivo.
9. ¿Qué recomendaciones sobre este tema le gustaría que el Grupo de Trabajo incluyera en su informe, que podrían ser útiles para que los Estados las implementaran?  

Se sugiere que el Grupo de Trabajo incluya, no sólo las recomendaciones mencionadas en la respuesta a la pregunta 4, sino también otras propuestas adicionales como pueden ser: 

· Que los diferentes Estados fomenten la coordinación de mesas de trabajo entre instituciones vinculadas a la atención de sectores de la economía en particular, a fin de promover el intercambio de experiencias y la definición de estrategias para el tratamiento de actividades políticas indebidas de las empresas.
· Que los Estados promuevan campañas de socialización de los beneficios en el cumplimiento regulatorio a la gestión de las empresas e inversionistas privados, tales como: la mejora en la cultura organizacional, protección de la reputación de la empresa, mejora en la productividad laboral y el compromiso de los empleados. 
· Que se promuevan los mecanismos de debida diligencia, para lo cual es necesario avanzar en la concreción instrumentos normativos para que los operadores de justicia analicen las actividades empresariales a nivel penal, civil como administrativo. 
* * * * * * *
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